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PRESIDE: — Señor Representante Daniel Peña Fernández. 


MIEMBROS: Señores Representantes Washington Abdala, Roberto Conde, Rubén Martínez Huelmo, 
Jaime Mario Trobo y Carlos Varela Nestier. 


DELEGADO 
DE Señor Representante Víctor Semproni. 
SECTOR: 


ASISTEN: — Señores Representantes José Carlos Cardoso y Jorge Gandini. 


INVITADOS: Por la Asociación Interamericana de Radiodifusión, doctor Oscar Amengual y licenciado 
Santiago del Pino. 


Por el Círculo de la Prensa, señores Edmundo Sosa Saravia y Ramiro Rodríguez Villamil. 


SEÑOR PRESIDENTE (Peña Fernández).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Asociación Interamericana de Radiodifusión, 
AIR, integrada por el doctor Héctor Oscar Amengual y el licenciado Santiago del Pino, a efectos de analizar 
un tema que se empezó a discutir en la sesión anterior relativo a Radio Caracas Televisión. Por ese motivo, se 
decidió convocar a distintas organizaciones de prensa para conocer su opinión al respecto. 


SEÑOR AMENGUAL.- Antes que nada, queremos agradecer a la Comisión por habernos invitado, a 
efectos de aportar informaciones y consideraciones sobre la situación que afecta a la emisora Radio 
Caracas Televisión en la República Bolivariana de Venezuela. 


Para dar inicio a esta exposición, creo necesario referirme a la organización que represento. La Asociación 
Internacional de Radiodifusión, AIR, es un organismo internacional no gubernamental, que hoy tiene más de 
sesenta años de trayectoria, de carácter consultivo ante Naciones Unidas y la UNESCO, y es miembro de 
sector de la Unión Internacional de Telecomunicaciones, que es el organismo rector en la materia dentro del 
sistema de Naciones Unidas. 


La AIR fue fundada en 1946 y su impulsor fue un destacado elenco de radiodifusores del Uruguay. Me 
complace destacar este hecho. Estos radiodifusores uruguayos consideraron la necesidad de un organismo, 
por aquel entonces interamericano, representativo de la radiodifusión privada, libre e independiente, de las 
tres Américas, valorando en ese sentido a la radio y a la televisión como medios de comunicación 
indispensables para el ejercicio de la libertad de expresión. 


Corresponde aquí -y siempre lo hago- al hacer una rápida referencia a nuestra institución, recordar a quien 
fuera su primer director General, el profesor doctor Justino Jiménez de Aréchaga. 


Los principios e ideales que inspiraron el nacimiento de la AIR, esto es la defensa y la promoción de la 
libertad de expresión y la democracia, fueron abrazados por centenares de radiodifusores en las tres Américas 
para dar nacimiento a esta institución allá por 1946. Desde 1985, la AIR se transformó en internacional; es 
decir, se incorporaron organizaciones de radiodifusión de Europa y, posteriormente, de Asia, con lo que en la 
actualidad la institución representa a más de 17.000 emisoras privadas de radio y televisión en estos 
continentes. 


Quiero mencionar algunos principios de la AIR, entre ellos, que la existencia de una radiodifusión privada y 
libre funcionando como medio de la libre expresión del pensamiento que garantice la variedad de 
información constituye un elemento esencial para la existencia de una sociedad libre. Que el libre acceso de 
los individuos, y consecuentemente de los medios de comunicación a la información, debe ser asegurado y 
fortalecido. Que siendo la práctica del periodismo, el ejercicio de un derecho individual no debe sujetarse la 
cobertura de noticias a restricción alguna, y deben gozar de los mismos derechos los medios impresos y todas 
las modalidades de la radiodifusión. También, la radiodifusión comercial debe ser privada y operada 
competitivamente constituyendo una actividad de interés público. Los Estados, respecto a la frecuencia de 
radiodifusión que les ha sido asignadas, deben limitar sus poderes a la distribución y administración de estas. 


Estos son algunos de los principios que sustenta la AIR desde hace más de sesenta años. Quiero señalar 
aquellos que resultan oportunos para la temática de esta presentación que ustedes me permiten realizar. 


En primer lugar, reiterar que la radiodifusión es una actividad de interés público, no un servicio público y que 
ella, al igual que la prensa escrita, constituyen vehículos e instrumentos esenciales para la libre expresión. 


En segundo término, otro aspecto -que requeriría un mayor desarrollo pero hoy no disponemos del tiempo 
necesario en esta sesión- es que las frecuencias del espectro radioeléctrico pertenecen a la Comunidad 
Internacional la cual, por medio de convenios internacionales de telecomunicaciones y otros instrumentos del 
derecho internacional público de las telecomunicaciones, asigna a los Estados las frecuencias para que estos 
cumplan una función administrativa de las mismas con estricta sujeción a las normas técnicas establecidas 
por los convenios. 


A nuestro entender, es por lo anterior que la administración del espectro radioeléctrico que cumplen los 
Estados a través de organismos especializados en la mayoría de los casos, la hacen ajustándose a los 
parámetros técnicos que regulan el correcto uso de las frecuencias; administración que debe hacerse, además, 
en concordancia con el derecho de las audiencias a sintonizar la estación de su preferencia, con el derecho de 
los periodistas a ejercer la libertad de informar y de opinar sin limitaciones ni cortapisas, y también con el 
derecho de los radiodifusores a realizar su actividad en condiciones de estabilidad y seguridad jurídica. 


El derecho a operar un medio de comunicación electrónico libre e independiente y el derecho a la recepción 
libre de sus contenidos forma parte del derecho humano fundamental a la libre expresión del pensamiento. 
Estos son principios que ha sustentado la AIR desde siempre y, en particular, frente al caso de Radio Caracas 
Televisión desde el momento en que el Gobierno venezolano anunció su decisión de no renovar la concesión 
de esta estación televisiva, la más antigua de ese país, y que en la actualidad es sintonizada por más del 40% 
de toda la teleaudiencia nacional. 


La situación de Radio Caracas Televisión está enmarcada en una casuística que desde hace varios años viene 
afectando a los medios de comunicación, a los periodistas y a los comunicadores en Venezuela; casuística de 
problemas, hostigamientos y situaciones muy preocupantes, como surge de diversos informes anuales de la 
relatoría sobre la libertad de expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la 
Organización de Estados Americanos y de las distintas medidas cautelares y provisionales expedidas por 
dicha Comisión, solicitadas al Gobierno de Venezuela para dar garantías a la labor de periodistas y medios de 
comunicación, entre ellos Radio Caracas Televisión. 


La AIR considera que la no renovación de la licencia de RCTV, y consecuentemente el cierre de esta emisora, 
constituye una grave agresión a la libre expresión. Nuestra organización se ha dirigido respetuosamente en 
varias oportunidades al Gobierno de Venezuela solicitándole la reconsideración de su decisión sosteniendo, 
asimismo, junto a otras prestigiosas organizaciones mundiales, que criterios internacionales sólidamente 
establecidos disponen que la asignación y renovación de licencias por parte de los gobiernos deben ser 
apolíticas, transparentes, siguiendo las normas objetivas prescritas por la ley, debiéndose proporcionar el 
debido proceso al concesionario incluyendo el derecho de apelación ante un Poder Judicial independiente. 
Como señaló el relator especial para la libertad de expresión de la OEA, es de extrema importancia para la 
libertad de expresión en Venezuela que el actuar del Gobierno se oriente a garantizar que sigan existiendo 
medios con diferentes líneas editoriales que aseguren un ambiente de pluralismo democrático, en donde las 
personas estén expuestas cotidianamente a diferentes perspectivas de los asuntos que les conciernen. 
Recordemos que esto fue expresado por el doctor Álvarez, relator especial de la OEA, el 31 de diciembre de 
2006, a pocos días de los anuncios del Gobierno venezolano de no renovar la concesión a Radio Caracas 
Televisión. Pero días después, el señor Secretario General de la OEA, doctor Insulza, aportó otras precisiones 
y comentarios en tono respetuoso sobre la problemática, señalando la importancia de la existencia de un 
sistema de pluralidad de medios y de pleno ejercicio de la libre expresión como respaldo a un sistema 
democrático. 


Por su parte, Radio Caracas Televisión, en los distintos recursos interpuestos tanto en vía administrativa 
como ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, ha sostenido, entre otros conceptos y 
resumidamente, que la negación a la renovación de la concesión de una estación, acto este como represalia de 
su línea editorial informativa, es una violación a la libertad de expresión, la que está expresamente prohibida 
por el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, aspecto que me consta ha sido de 
análisis por parte de esta Comisión de Asuntos Internacionales. 


Asimismo, RCTV ha establecido que se ha violado el derecho al debido proceso y el derecho a la defensa, 
garantizados por el artículo 8” de la Convención Americana de Derechos Humanos y el artículo 49.1 de la 
Constitución venezolana, cuando señala que se le negará la renovación de su concesión por supuestas 
infracciones a la Ley Orgánica de Telecomunicaciones o a la Ley de Responsabilidad Social en radio y 
televisión, sin que se le haya impuesto sanción alguna de carácter definitivamente firme por violaciones a 
esas leyes, por lo cual no existe motivo para negar la renovación, que según fundamenta RCTV en sus 
recursos, le corresponde de acuerdo con la Constitución y a la legislación vigentes en Venezuela, por lo que 
tiene derecho a que su concesión se extienda hasta por lo menos el año 2022. 


Estos y otros aspectos del caso están debidamente fundamentados en los recursos de amparo y de 
inconstitucionalidad que fueron interpuestos en tiempo y forma por Radio Caracas Televisión y que los 
señores Diputados, miembros de esta honorable Comisión, pueden conocer en un resumen que elaboró el 
departamento de asuntos legales de la emisora, cuyas copias ofrecemos con mucho gusto. 


A efectos de ofrecer distintas fuentes de información sobre este caso, vamos a entregar a los señores 
Diputados una compilación de declaraciones y pronunciamientos de la más diversa procedencia en los cuales 
se establecen distintas consideraciones en respaldo al derecho de Radio Caracas Televisión a continuar 
operando su concesión. Hemos preparado esta compilación con el propósito de aportar información, como se 
nos solicitó, para concurrir a esta reunión de la Comisión. Quiero decir que esta compilación no abarca todas 
las expresiones que han recorrido el mundo sobre este caso. Están, por supuesto, las declaraciones de la AIR, 
de la SIP, del Relator Especial para la Libertad de Expresión de la OEA, del Secretario General de la OEA. 
También hay declaraciones públicas de instituciones de radiodifusores como la Asociación de Radiodifusores 
de Chile, el Comité para la Protección de los Periodistas, la Asociación Salvadoreña de Radiodifusores, el 
Consejo Empresario de América Latina, una carta abierta de Reporteros Sin Fronteras dirigida al Presidente 
de la República Bolivariana de Venezuela, una declaración pública de la Unión de Asociaciones de 


Radiodifusores de Centroamérica -UNARCA.-, una declaración del Comité Coordinador Global de 
Organizaciones por la Libertad de Prensa -este Comité está integrado por las más prestigiosas organizaciones 
mundiales profesionales que trabajan por la libertad de prensa-, una declaración del World Press Fress and 
Commity, del Comité para la Protección de los Periodistas, de la Asociación Mundial de Periódicos, de la 
Federación Internacional de Publicaciones Periódicas, de la Asociación Internacional de Radiodifusión, de la 
Sociedad Interamericana de Prensa, entre otras. 


También están a vuestra disposición, aunque seguramente ya han accedido a esa información, los acuerdos de 
la Cámara de Diputados de la República de Chile de 20 de marzo de 2007 y el acuerdo de la Cámara de 
Senadores de la República de Chile de 11 de abril de 2007, una resolución del Consejo Directivo de la AIR 
de 21 de marzo sobre este asunto de Radio Caracas Televisión, una carta dirigida al Presidente de RCTV por 
la Comisión Empresaria de Medios de Comunicación Independientes de la República Argentina, una carta de 
la Asociación Nacional de Medios de Comunicación de Colombia al Presidente de la República Bolivariana 
de Venezuela, una comunicación o pronunciamiento de la Federación Internacional de Periodistas sobre la 
amenaza de cierre de Radio Caracas Televisión y otra resolución del Comité Coordinador Global de 
Organizaciones por la Libertad de Prensa. También figura el texto del mensaje radiotelevisivo del Presidente 
de AIR, señor Alfono Ruiz de Assín, que se difundió el 3 de mayo en ocasión del Día Mundial de la Libertad 
de Expresión; un comunicado de prensa de la Asociación Brasilera de Emisoras de Radio y Televisión, de la 
Asociación Española de Radiodifusión Comercial, de Amnistía Internacional y de Reporteros Sin Fronteras. 


Por último, consideramos de interés informativo y periodístico una entrevista que publicó hoy el diario "El 
País" de Madrid al doctor Marcel Granier, Director General de Radio Caracas Televisión. Es el último 
elemento informativo que hemos incluido en este dossier. Como decía, es una compilación sobre una parte de 
los múltiples pronunciamientos que se han registrado en los últimos meses. Repito que está el acuerdo 
aprobado por la Cámara de Diputados de la República de Chile, de similar tenor al que también aprobó el 
Senado de ese mismo país. Aunque el acuerdo de la Cámara de Diputados y del Senado de Chile tuvo amplia 
repercusión noticiosa, creo oportuno, ante esta honorable Comisión, dar lectura a sus considerandos. 


Dicen los considerandos del acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados chilena, cuyo tenor es similar al 
acuerdo aprobado por el Senado de ese país: "1*.- Que desde hace varios meses, el Presidente de la República 
de Venezuela, Hugo Chávez, ha venido anunciando a través de diversos medios, y con su peculiar estilo, que 
no renovará la actual concesión de la estación televisiva 'Radio Caracas Televisión', conocida también como 
RCTV, la cual expira el 27 de marzo en curso, por mantener una línea editorial distinta de su pensamiento.- 
2”.- Que la negación arbitraria para renovar la concesión de una estación de televisión o radioemisora, que 
cumple con las regulaciones legales en materia de telecomunicaciones, como represalia por tener una línea 
editorial e informativa distinta a quien ejerce el gobierno, constituye una grave violación a la libertad de 
pensamiento y expresión, lo cual está expresamente prohibido por el artículo 13 de la Convención 
Interamericana sobre Derechos Humanos, suscrita y ratificada por nuestro país.- 3”.- Que en efecto, dicha 
disposición establece que 'no se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales 
como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o 
de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a 
impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones'.- 4*.- Que por su parte, la Declaración de 
Principios sobre la Libertad de Expresión suscrita por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
señala en su artículo 13, que 'la utilización del poder del Estado y los recursos de la hacienda pública; la 
concesión de prebendas arancelarias; la asignación arbitraria y discriminatoria de publicidad oficial y créditos 
oficiales; el otorgamiento de frecuencias de radio y televisión, entre otros, con el objetivo de presionar y 
castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de comunicación en función de 
sus líneas informativas, atenta contra la libertad de expresión y deben estar expresamente prohibidos por ley. 
Los medios de comunicación tienen derecho a realizar su labor en forma independiente. Presiones directas o 
indirectas dirigidas a silenciar la labor informativa de los comunicadores sociales son incompatibles con la 
libertad de expresión'.- 5”.- Que al tenor de estas claras disposiciones, que también fueron suscritas y 
ratificadas por el Gobierno de la República de Venezuela, en los años 1969 y 1977, respectivamente, resulta 
obvio que la decisión de su actual Presidente de no renovar la concesión de la estación televisiva RCTV, es 
atentatoria de la libertad de pensamiento y expresión, y no puede ser aceptada por los estados democráticos, 
en especial por los de nuestro continente que son signatarios de la citada Convención.- 6”.- Que lo que resulta 
más paradojal en la decisión del actual Presidente de Venezuela es que ella atenta contra dos de los principios 
del ideario del Libertador Simón Bolívar, que según dicho mandatario lo inspiran, y que señalan 
textualmente, el primero 'La opinión pública es el objeto más sagrado, ella ha menester la protección de un 


gobierno ilustrado, que conoce que la opinión es la fuente de los más importantes acontecimientos', y el 
segundo: 'El derecho de expresar sus pensamientos y opiniones, de palabra, por escrito o de cualquier otro 
modo, es el primero y más estimable bien del hombre en sociedad. La misma ley jamás podrá prohibirlo".- 
7”.- Que en tal virtud, procede que nuestro gobierno, exprese su más enérgica protesta a la Organización de 
Estados Americanos, por este atropello a la libertad de pensamiento y de expresión que pretende consumar 
arbitrariamente el Presidente de la República de Venezuela, que es lo que solicita por esta Corporación". 


Hasta aquí llega la lectura de los considerandos del acuerdo de la Cámara de Diputados de la República de 
Chile, texto similar al de la Cámara de Senadores de ese país. 


Tengo información periodística en cuanto a que en estos días está en tratamiento la consideración de una 
declaración sobre el caso RCTV a nivel del Parlamento de la Unión Europea. Igual criterio se estaría 
llevando a cabo en Parlamentos como el peruano y el mexicano. 


Hasta aquí -tratando de ajustarme al tiempo concedido- he hecho un resumen de informaciones que están 
ampliadas en esa carpeta de la que disponen los señores legisladores, con esos pronunciamientos de diversa 
naturaleza y de distintas partes del mundo. 


Una reflexión más: la AIR considera que este es un caso de extrema preocupación y seguimos reiterando 
nuestro principio de la indispensable vigencia de la libre expresión, incluso como condición previa de la 
plena vigencia y funcionamiento de las democracias. Además, como dijo Abraham Lincoln, que el pueblo 
conozca los hechos y el país estará a salvo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Voy a formular una sola pregunta, porque usted ha sido más 
que claro. Me importa mucho lo que puede estar pasando en el Parlamento europeo, en la Unión 
Europea. Me parece que la visita del doctor Granier por estos días va a dejar algún saldo. 


Si no lo interpreto mal, usted está afín a que este tema tenga estado parlamentario. Esto se infiere de todo el 
"racconto" de hechos a los que usted está haciendo referencia. ¿Usted ve positivamente el hecho de que los 
Parlamentos de esta región, ahora en este episodio, hagan una toma de posición? ¿Es así? 


SEÑOR AMENGUAL.- Considero que es así, señor legislador. Es valioso que los Parlamentos, que son 
un poder indispensable en los Estados democráticos, tomen posición en temas que trascienden 
cuestiones internas y políticas de los Estados. Este es un derecho humano fundamental, que está 
claramente establecido en la Declaración Universal de Derechos Humanos, de la cual -y valga 
nuevamente la mención- fue co-redactor Justino Jiménez de Aréchaga. Así que para los uruguayos 
hablar de libertad de expresión es un tema que nos sensibiliza mucho y apreciamos defenderla, porque 
también conocimos momentos difíciles cuando no la teníamos. 


SEÑOR GANDINI.- La exposición ha sido por demás clara y en una breve síntesis nos ha ilustrado 
muchísimo, aportando información aun a quienes estamos en este tema desde hace un tiempo, por lo 
que agradezco mucho su comparecencia. Ha sido una exposición muy fundada y documentada, sobre 
todo este trabajo que nos agrega la visión de otros actores de enorme prestigio a nivel regional e 
internacional, especializados en esta materia. 


Por lo tanto, me atrevo a calificar su exposición como contundente, en tanto refiere, con argumentos, a que la 
situación que se vive en Venezuela con respecto a este anuncio del Presidente venezolano está fuera de las 
normas internacionales de las que nuestros Estados son signatarios y del principio general de la libertad de 
expresión. 


Quisiera saber si existen antecedentes de esta naturaleza en este o en otros países sobre los que la institución 
también haya tomado cartas en el asunto y se haya pronunciado. Más allá de diversas agresiones a periodistas 
y a medios en particular en situaciones de conflicto, quisiera saber si se han dado situaciones de Estados que 
hayan actuado sobre medios por su línea editorial y que eso haya merecido la condena o la reacción de la 
comunidad internacional. 


SEÑOR AMENGUAL.- Los antecedentes que pueden surgir de mi parte no son muchos. Diría, señor 
legislador, que con las características del caso de RCTV no puedo señalar específicamente que haya 
antecedentes numerosos. En todo caso, si la Comisión así lo requiere, podríamos ampliar la 
información. 


En este momento viene a mi memoria un caso muy sonado que ocurrió en Perú durante el Gobierno del 
Presidente Fujimori; me refiero al canal que operaba el señor Baruch Ivcher que, por supuesto, mereció el 
apoyo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte Interamericana. Debo mencionar 
también que, una vez retornada la plena vigencia de las instituciones democráticas en Perú, dicho canal fue 
retornado al señor Baruch Ivcher. 


SEÑOR TROBO.- Agradezco la presencia de los señores visitantes, sobre todo al Director de la 
Asociación Interamericana de Radiodifusión, que no solamente es una figura destacada a nivel 
nacional sino también internacional; realmente, el hecho de que sea un compatriota nos facilita mucho 
la posibilidad de acceder a la mayor cantidad de información sobre este tema y lo más rápidamente 
posible. 


Francamente, desde ya lo digo, tengo opinión formada sobre el tema. Si en Uruguay volviera a haber una 
dictadura, un impedimento del ejercicio de la libertad de prensa y proscripción de periodistas, me gustaría 
que desde el exterior los Parlamentos de los países de América y del mundo se expresaran en forma 
contundente en defensa, no del medio sino de la libertad de expresión. Nosotros pasamos por eso; aquí hubo 
proscripción de periodistas, cierre de medios y persecución política por el solo hecho de opinar diferente. 
Sucedió eso con medios que tenían identificación política y con otros medios que no la tenían sino que 
simplemente opinaban en contra de lo que opinaba el Gobierno. Creo que el antecedente no es tan lejano 
como para que no lo tengamos presente cada vez que tenemos sobre la mesa un tema como este. 


A mí me importa particularmente un aspecto de la exposición del doctor Amengual, que tiene que ver con las 
condiciones objetivas, desde el punto de vista legal, de la posesión por parte de la Dirección actual de Radio 
Caracas Televisión de las ondas por las que emite sus señales. Me parece una información importante para 
que este grupo de trabajo pueda completar una posición al respecto, apelando, por supuesto, al principio de 
defensa de la libertad de expresión en un país de América que tiene la particularidad de estar en una situación 
de cierta ambigiedad, pero que, en definitiva, está en el MERCOSUR. Si al Uruguay le ocurriera esto, 
desearía que los socios del MERCOSUR tuvieran rapidez para responder frente a una circunstancia de estas 
características. Me parece que esas condiciones jurídicas objetivas que permiten que Radio Caracas 
Televisión explote esas ondas hasta el año 2022 -como el doctor Amengual lo señalaba en su exposición- son 
un elemento muy importante para incluir dentro de los antecedentes. De manera que agradecería que se 
abundara sobre ese tema. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Un saludo a la delegación y gracias por la información y los 
apuntes que nos dieron. 


En forma complementaria a lo expresado por el señor Diputado Trobo, me gustaría que el doctor Amengual 
profundizara un poco más -si ahora tuviera más elementos en su poder- respecto a un concepto que manejó al 
principio de su exposición. Me refiero a cuando planteó que los espacios radioeléctricos pertenecen a la 
comunidad internacional y no a los Estados; que estos tienen una capacidad de trabajo administrativo de 
control, pero que el dominio del espacio radioeléctrico corresponde a una figura internacional. Sin duda este 
es un aspecto relevante. 


Seguramente ustedes tuvieron acceso a la versión taquigráfica de la sesión pasada y habrán advertido que la 
discusión camina en el sentido de si este es o no un tema interno del Estado de Venezuela. Nosotros 
entendemos que no lo es, que notoriamente no lo es, porque se trata de la libertad de expresión. Aquí se 
agrega un elemento que complementa aún más el fundamento de que no es un asunto interno del Estado de 
Venezuela: este caso también estaría vinculado a un espacio radioeléctrico que es propiedad de la comunidad 
internacional, por lo que el Gobierno de Venezuela estaría avanzando, entonces, en la proscripción o en el 
manejo discrecional de un dominio internacional. 


SEÑOR AMENGUAL.- En primer lugar, quiero señalar que las informaciones que hemos aportado 
son todas convergentes en cuanto a lo que mencionaba el señor Diputado Trobo, esto es, que la posición 
de AIR está ajustada esencial y primordialmente a la defensa del principio de libertad de expresión. En 
todos estos años, en ningún momento la AIR ha entrado a considerar cuestiones de orden político 
interno en el caso de Venezuela. Como ha sido tradición desde hace sesenta años, así como lo hicieron 
sus fundadores, lo que abrazamos y defendemos es la santa y noble causa de la libertad de expresión, 
derecho humano fundamental y piedra de toque de todas las libertades. 


Con respecto a la consulta que formulaba el señor Diputado, en efecto, está doctrinariamente más que 
desarrollado y pacíficamente aceptado -así está reflejado en los convenios internacionales- que hay un 
organismo rector del sistema de Naciones Unidas, que es la Unión Internacional de Telecomunicaciones, 
cuyo Convenio Internacional de Telecomunicaciones, su Reglamento Mundial de Radiocomunicaciones, más 
las Conferencias Mundiales de Radiocomunicaciones y aún los acuerdos regionales de distribución de 
frecuencias, establecen la distribución de estas frecuencias. ¿Por qué es así? Voy a explicarlo de la manera 
más resumida y espero que con la mayor claridad posible. Las ondas hertzianas se trasmiten y se trasladan 
por el espacio. Se trasladan no solamente por el espacio atmosférico sino que lo pueden hacer en el vacío; no 
reconocen distancias ni fronteras. Estos son recursos que integran el espectro radioeléctrico en sus distintas 
bandas y frecuencias. Por ello es que la comunidad internacional, debidamente organizada a través de un 
organismo como la Unión Internacional de Telecomunicaciones, ha establecido esos convenios que asignan 
las distintas posiciones. Imaginemos hipotéticamente las distintas vías o autopistas por las que circulan las 
ondas hertzianas a cada país. ¿Por qué se hace esto? Por una razón muy sencilla pero primordial: porque el 
Convenio Internacional de Telecomunicaciones, como razón fundamental para la armonía de las 
telecomunicaciones, establece el principio de no interferencia perjudicial. Si no existiera una acordada 
distribución de las frecuencias y, consecuentemente, de las potencias de emisión y de las características 
técnicas para cada banda del espectro radioeléctrico, estaríamos en un caos universal. 


Recuerdo algún pasaje de una exposición de un distinguido radiodifusor que ocupó altísimos cargos en la 
AIR, que siendo su Presidente ejemplificaba diciendo que en plena época de situaciones tensas a nivel 
mundial -llámese Guerra Fría o superpotencias enfrentadas- hubo un escenario en el que no había conflicto, 
en el que las naciones buscaron siempre el respeto, el acuerdo y la armonía, que fue el ámbito de la 
administración de las telecomunicaciones. ¿Por qué? Lo vuelvo a decir: el riesgo de la interferencia 
perjudicial puede ser tan nocivo que puede llevar al caos de todas nuestras comunicaciones. Por ello los 
acuerdos regionales, como los tiene Uruguay a nivel del MERCOSUR. Son los famosos acuerdos en primera 
instancia tripartitos, luego cuatripartitos, a través de los que los países acuerdan cuáles van a ser las 
frecuencias, las potencias de utilización, para no interferirse unos a otros. Por ello es tan importante el 
principio de legalidad establecido en el Reglamento Mundial de Radiocomunicaciones y que, por tanto, es 
ley para nuestro país, que establece que toda estación emisora debe operar con el permiso, concesión, licencia 
o autorización -que sería el término más apropiado, desde mi punto de vista - a cada operador. Ese 
mecanismo es el que permite esa convivencia y, por ello, se sostiene que las frecuencias pertenecen a la 
comunidad internacional, la cual a través de estos organismos internacionales -llámese UIT y los convenios 
respectivos- delegan la administración de las mismas a los Estados parte, que deben cumplir con esa 
administración sujetos a las normas técnicas y los parámetros que también están establecidos en dichos 
acuerdos. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- El doctor Amengual agrega ahora otro elemento más que 
interesante. Dice que en los acuerdos del MERCOSUR se ha avanzado en esta temática y hay acuerdos 
puntuales concretos; seguramente dentro del MERCOSUR habrá un grupo que lleve adelante el 
análisis de estas cuestiones, cuyos resultados han sido aprobados por los cuatro Estados miembros 
básicos. Como ustedes saben, Venezuela está en un proceso de incorporación como miembro pleno del 
MERCOSUR, por lo cual en determinado momento este asunto se va a compartir con ese Estado, en 
ese ámbito. 


SEÑOR AMENGUAL.- Aquí entraríamos en otro nivel de apreciación. Obviamente, los acuerdos que 
están a nivel de los subgrupos de trabajo del MERCOSUR y a nivel de los organismos especializados 
de supervisión y administración del espectro de cada uno de los países obedecen principalmente a una 
razón de proximidad geográfica. Ahí es donde se hace más sensible e importante esa armonización de 
las frecuencias y su distribución. 


No obstante, los subgrupos de trabajo del MERCOSUR -el licenciado Del Pino es quien hace la coordinación 
de los temas del MERCOSUR en materia de telecomunicaciones a nivel de la AIR- no solamente acuerdan 
regulaciones y parámetros técnicos para las frecuencias -llámese potencias, frecuencias para este o aquel país, 
altura de antena, ámbito de cobertura de la señal-, sino que también existen otros criterios de rigor técnico 
que hacen, sí, a la política de comunicación de los Estados. Sería más que deseable y razonable, por ejemplo, 
que a nivel latinoamericano y con vistas a una real integración el tema de la televisión y la radio digital se 
acuerde en base a estándares comunes para la región. Hoy en día, a nivel del MERCOSUR, Brasil ya ha 
tomado una decisión y ha adoptado una norma. Ahí tiene usted algo que es absolutamente técnico y que tiene 
indudable incidencia en el desarrollo de la radiodifusión y, por lo tanto, otras derivaciones a nivel de los 
intereses de cada país. 


SEÑOR VARELA NESTIER.- Saludo a la distinguida delegación que tenemos hoy en la Comisión y, 
sobre todo, quiero agradecer el ejercicio que han realizado de recolectar información que es muy 
valiosa como punto de referencia. Así lo solicitábamos el otro día cuando este punto se puso a discusión 
en la Comisión. En esa oportunidad algunos colegas ya tenían abundante información para sostener un 
punto de vista y otros accedíamos con profundidad al tema recién la semana pasada, por lo que 
resultaba imprescindible contar con algún elemento más de consulta para formarnos opinión sobre el 
particular. 


Comparto lo que AIR ha declarado hasta ahora en cuanto a los principios fundamentales que tienen que ver 
con la libertad de prensa y de opinión. Al respecto nunca vamos a tener discrepancias porque hemos estado 

siempre del lado del fortalecimiento de la democracia y esta solo se fortalece cuando tenemos un ciudadano 
informado y culto y, sin duda, los medios de comunicación libres juegan un papel esencial en esa formación 
de un colectivo inteligente y participante. 


En lo que refiere a las legislaciones nacionales, por supuesto que las frecuencias y las potencias no son 
finitas, por lo cual debe haber una regulación de su utilización a nivel de los Estados para evitar el caos que 
ustedes señalaban. Estamos absolutamente de acuerdo y no habría ningún tipo de dificultad. Pero luego cada 
Estado gestiona o administra ese recurso, en su interna, de acuerdo con sus leyes y sus normas. Es obvio que 
todos podríamos partir de la base de que esas leyes deberían estar regidas por el respeto del principio de la 
libertad de opinión, la libre expresión del pensamiento y fundamentalmente el acceso democrático e 
igualitario a los medios de comunicación que cada Estado tenga a su disposición. 


¿AIR tiene posición con relación a las legislaciones nacionales? ¿Cuestiona -para ir al caso más preciso de 
Venezuela- las leyes vigentes actualmente en Venezuela? Ese era uno de los puntos que teníamos en 
discusión, es decir, en qué medida el Estado de derecho en Venezuela se está aplicando en las decisiones que 
el Gobierno venezolano ha tomado con relación a Radio Caracas. 


Quiero dejar en claro que no comparto el pensamiento de mi colega Cardoso en el sentido de que pudiera 
haber habido un manejo discrecional de un dominio internacional. Eso decía él y yo creo que no. Creo que 
esto se enmarca dentro de las normas nacionales que Venezuela tiene para administrar o gestionar el dominio 
internacional que la comunidad le concedió. 


Mi pregunta, concretamente, es si hay un análisis por parte de AIR de la actual legislación venezolana en ese 
sentido y si hay una opinión en cuanto a su aplicación en el caso de Radio Caracas Televisión. 


Hay una última pregunta vinculada a esto. Usted mencionó la posibilidad de la extensión de la concesión a 
Radio Caracas hasta el año 2022. Sinceramente, no me quedó claro si esto es parte de la legislación vigente. 
Me gustaría que eso se explicara a los efectos de tener más claro el panorama con relación a esta situación. 


SEÑOR AMENGUAL.- La intervención del señor legislador me lleva a permitirme -no quiero 
excederme en el tiempo disponible- alguna reflexión. 


En primer lugar, como usted bien lo señalaba, los Estados aplican su normativa, porque lógicamente deben 
legislar o establecer mecanismos reglamentarios para administrar esa porción de frecuencias que reciben de 
los acuerdos internacionales. Vuelvo al concepto: están recibiendo una delegación de poderes -es un 
abstracto- de la comunidad internacional que entrega a cada Estado parte -suscriptor de los convenios y 
miembro de la UIT: esa administración técnica. Luego está la decisión de cada Estado respecto a qué sistema 


de radiotelevisión desea para su país. Hay Estados -van quedando pocos pero siguen existiendo- que no 
admiten que haya medios libres e independientes. Monopolizan todo y lo manejan solo por el Estado. Por lo 
tanto, esos son Estados en los que hay una única verdad, la verdad del Estado. 


Europa, durante décadas -sobre todo con el surgimiento de la radiotelefonía en la década del veinte- y por 
procesos geopolíticos que se produjeron en la región, vio a la radiotelefonía como algo asimilado a la 
telegrafía e inició un criterio monopolístico por parte de los Estados. Los organismos de rafiodifusión eran 
únicamente de dominio y propiedad del Estado y de los Gobiernos. De ahí que surgieran instituciones de 
enorme prestigio mundial -por las cuales tengo el mayor de los respetos- como la BBC -para poner un 
ejemplo emblemático-, que ha tenido una trayectoria muy cuidadosa a la hora del manejo de la información, 
a la hora de servir a la opinión pública británica. 


Pero también la década del treinta y la del cuarenta nos mostraron una Europa en la que el fascismo y el 
nazismo veían como un bocado apetitoso ser los únicos dueños nada menos que de este incipiente pero muy 
poderoso medio de comunicación, como la radiotelefonía. De ahí que el monopolio de los Estados quedara 
evidenciado en esa triste etapa de la humanidad, en el siglo veinte, dando lugar a que los totalitarismos se 
valieran de las ondas hertzianas para difundir su único credo. 


En buena medida eso fue lo que inspiró a los radiodifusores uruguayos y de las tres Américas a fundar la 
AIR. Acababa de finalizar la Segunda Guerra Mundial. Era muy claro que el mundo se había debatido entre 
las grandes libertades y la democracia y los totalitarismos. Los medios libres e independientes fueron 
esenciales para informar debidamente a la opinión pública sobre todo lo que estaba en juego. 


Perdón si me he derivado un poco, pero los Estados tienen que optar -como decía el profesor Jiménez de 
Aréchaga- por el sistema que desean. Hay quienes optan por sistemas mixtos, en los que el Estado se reserva 
algunos canales para cumplir con los cometidos que le corresponden como Estado en el área de la 
comunicación y dejan, por supuesto, una serie de posibilidades en el marco de la radio, la televisión y otras 
modalidades, a lo que llamamos nosotros en general como medios libres e independientes, o sea los 
operadores privados, el sector privado. Allí se fermenta la diversidad de ideas, opiniones e informaciones y se 
fortalece el pluralismo informativo y, por tanto, la democracia. Esto, como una primera reflexión. 


Nosotros hemos observado con mucha atención y nos hemos pronunciado en determinados momentos con 
respecto a algunas leyes de Venezuela, más concretamente, sobre la denominada Ley de Responsabilidad 
Social de la Radio y la Televisión. Obsérvese el título de la ley: Ley de Responsabilidad Social de la Radio y 
la Televisión, conocida a nivel mundial como "ley mordaza". Cuando se analizó la entrada en vigencia de ese 
cuerpo legal en todas partes del mundo llamó la atención en primer lugar el voluminoso articulado por el cual 
se somete o impone un sistema de control de contenidos muy severo. Se trata de un sistema de control de 
contenidos que angosta, inclusive, los parámetros de la información y de la emisión de programas, 
incluyendo un abanico de medidas punitivas que pueden llegar a la revocación del permiso. Sería muy 
extenso entrar en detalles, pero es una ley que ha sido reiteradamente observada no solo por la AIR sino por 
todas aquellas organizaciones que promueven la libre expresión a nivel mundial. Se trata de una ley que ha 
limitado en gran medida los contenidos en Venezuela de forma alarmante y muy preocupante. 


Distinta es la Ley Orgánica de Telecomunicaciones que está invocada en los recursos presentados por RCTV, 
que contiene otro tipo de articulado. Sobre la base de esa ley, RCTV estructura su defensa para señalar por 
qué le corresponde la extensión de su concesión por otros veinte años, es decir, en una primera apreciación 
hasta el año 2022, pero que podría incluso ir hasta el año 2027, según las fundamentaciones jurídicas que 
Radio Caracas Televisión ha desplegado. ¿Por qué? Porque esa misma ley reenvía a través de su artículo 210 
a un Decreto Reglamentario del año 1987 -eso está expresado en el resumen que preparó la asesoría legal de 
Radio Caracas Televisión y que vamos a entregar a los señores legisladores-, en el cual se establece que, 
habiéndose cumplido debidamente con las reglamentaciones vigentes en materia de telecomunicaciones, al 
vencimiento de los primeros veinte años existe la renovación por otros veinte años más. O sea que al no 
haber tenido sanciones definitivamente firmes, como se menciona en la terminología jurídica venezolana, o 
causas por hechos graves de transgresión a la reglamentación, corresponde a Radio Caracas Televisión 
continuar con la concesión otros veinte años más. Eso está resumido pero claramente desarrollado en el texto 
que vamos a entregar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Internacionales agradece la presencia de los 
doctores Amengual y Del Pino y las informaciones brindadas. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación Interamericana de Radiodifusión) 


(Ingresa a Sala una delegación del Círculo de la Prensa del Uruguay) 


La Comisión de Asuntos Internacionales tiene mucho gusto en recibir a una delegación del Círculo de la 
Prensa del Uruguay, integrada por su Presidente, señor Edmundo Sosa Saravia, y por el integrante del 
Consejo Consultivo, señor Ramiro Rodríguez Villamil. 


Esta convocatoria parte de una discusión que se está dando a la interna de la Comisión sobre el problema de 
Radio Caracas Televisión de Venezuela. Hemos invitado a distintos representantes de la prensa internacional 
y nacional para conocer sus opiniones respecto a un tema tan importante como es el de la libertad de prensa 

en América Latina. 


SEÑOR SOSA SARAVIA.- Queremos agradecer la deferencia que ha tenido la Comisión con su 
invitación. 


Sobre lo expuesto por la Asociación Interamericana de Radiodifusión, de lo que ya teníamos conocimiento, 
no vamos a hacer mayor abundamiento desde el punto de vista legal. Entendemos que el hecho que se está 
por producir es de una gravedad inusitada y que ataca directamente la libertad de expresión y el derecho a la 
información. El hecho es tan claro y contundente que, reitero, no vamos a hacer mayor abundamiento de 
expresiones a favor de lo que representa. 


Sí queremos decir que el Círculo de la Prensa del Uruguay, que está cumpliendo noventa y ocho años de 
actividad ininterrumpida, ha tenido siempre como norte la libertad de expresión y ha luchado por el derecho a 
la información en las diversas contingencias que a lo largo de su historia ha vivido. 


Queremos decir también que en el Consejo Directivo existe unanimidad sobre la posición que hemos tomado 
y sobre emitir en estos días una declaración condenando este hecho que, reiteramos, puede abrir épocas 
nefastas en América en cuanto a sentar un precedente de anular o limitar la libertad de expresión de la forma 
en que se piensa producir en Venezuela. En ese sentido, queremos transmitir que no estamos de acuerdo y 
reiterar que vamos a emitir una declaración con los fundamentos que son por todos conocidos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ VILLAMIL.- Agradezco la invitación. 


Los integrantes de la Comisión ya han escuchado una larga exposición del doctor Amengual, que nosotros 
conocemos y básicamente compartimos. Como decía el señor Presidente del Círculo de la Prensa del 
Uruguay, nuestra institución va a emitir una declaración al respecto. 


Desde el punto de vista jurídico nos interesa analizar el argumento manifestado públicamente por el 
Presidente Chávez respecto a la cancelación de este permiso. El Presidente Chávez ha dicho que RCTV ha 
violado las normas legales por cuanto ha auspiciado un golpe de Estado y que, de alguna forma, eso sustenta 
la decisión de quitarle el permiso cuando este venza el 27 de mayo. 


Dentro del análisis jurídico hecho por el Círculo de la Prensa del Uruguay llegamos a la conclusión de que no 
es así, en la medida en que el Canal de televisión venezolano no ha sido apercibido debidamente de manera 
que quedara un precedente de que había violado las normas. Entendemos que esta decisión, anunciada por el 
Presidente Chávez no está ajustada al debido proceso y, por lo tanto, al medio de comunicación referido se le 
quita el permiso en forma arbitraria. 


Esta es la visión que tenemos desde el punto de vista jurídico. Ratificamos nuestro rechazo a esa medida, 


puesto que es una medida arbitraria que significa un golpe muy duro para la libertad de expresión en el 
continente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De más está decir que tuvimos una amplia discusión con AIR. 


Agradecemos su comparecencia a la Comisión. En cuanto al posicionamiento queremos decir que tiene que 
ver con la discusión y va en la misma línea de lo que se hizo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ VILLAMIL.- Cuando vimos entrar al doctor Héctor Oscar Amengual 
sabíamos que ustedes estarían un largo rato escuchando una fundamentación muy sólida, y también 
sabíamos que nosotros estaríamos en el aspecto breve de la declaración. Creemos que su tiempo es muy 
valioso. Lo que nosotros hemos señalado es tan breve como contundente, de modo que queremos 
agradecer que nos hayan permitido estar aquí, dar nuestra opinión y retirarnos agradeciendo 
nuevamente la oportunidad que nos dieron de estar en esta Comisión. 


(Se retira de Sala una delegación del Círculo de la Prensa del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos que quede constancia en la versión taquigráfica de que se invitó al 
señor Manuel Méndez, Presidente de APUÚ, quien nos dijo que no había podido venir. 


Continuamos con la consideración del proyecto de declaración. 


SEÑOR GANDINI.- Como dijimos la semana pasada, el texto no tiene por qué ser exactamente el que 
surja de esta Comisión, pero los tiempos nos llevan a solicitar que se trate hoy, y si hubiera alguna 
propuesta diferente -como lo señalamos también la pasada semana— nos gustaría que se considere a la 
brevedad. Quisiéramos que la Cámara, que mañana tiene su última sesión ordinaria y no estamos 
seguros de que pueda realizar otra sesión durante este mes, pueda considerar este asunto que es de 
pronto pronunciamiento, dado que la medida que se cuestiona está anunciada para el próximo 27 de 
mayo. 


Como señalaron los representantes de AIR, ya son otros los Parlamentos -hemos accedido a la misma 
información— que analizan declaraciones y tratan de tomar posición sobre este tema. Por tanto, el Parlamento 
uruguayo no debería ser omiso acerca de este asunto, aunque podemos conversar sobre los contenidos. Si 
para ello es necesario realizar intermedios o considerar tiempos prudenciales, con mucho gusto accederemos 
porque el objetivo no es el debate sino lograr un pronunciamiento del Parlamento uruguayo que sea lo más 
consensual posible. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- La declaración está a consideración. Nosotros pretendemos que 
el tema sea abordado cuanto antes, fundamentalmente, que pase a un debate parlamentario de mayor 
envergadura, pues se trata de que el Parlamento de la República pueda analizar los pro y los contra de 
lo que está pasando. En definitiva, lo de Radio Caracas es una excusa indirecta, pero excusa al fin, 
porque es un dato objetivo que nos mete en la problemática de Venezuela. Me parece un tema muy 
focal y creo que hay que empezar por ahí, y estoy de acuerdo en votar cuanto antes. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Como señaló el Diputado Gandini, aprovechando que mañana hay 
otra sesión de esta Comisión, creo que podríamos trabajar el tema también mañana, ya que hay que 
tratar un proyecto que está en el orden del día, que es el de Brasil -lo informa el señor Presidente- y 
uno de la Federación rusa. Entonces, nos va a quedar un tiempo antes de la hora de comienzo de la 
sesión de Cámara, lo que nos permitirá resolver qué camino toma este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a dar dos informaciones. 


En el día de ayer, a pedido mío, tuvimos una entrevista en el Ministerio de Relaciones Exteriores con la 
Viceministra Belela Herrera, quien nos invitó, en nuestro carácter de Presidente de la Comisión -por ello lo 
comparto con todos-, a una reunión a realizarse el próximo viernes a la hora 17 por dos motivos específicos: 
el relativo al águila del Graff Spee, y el que refiere a la reciente declaración de la OEA respecto a los Peirano. 


Además, quiero comunicar a todos que hubo un cambio favorable, a nuestro juicio, ya que se nos hizo una 
invitación para que todos los meses haya una reunión de coordinación entre la Comisión de Asuntos 

Internacionales y el Ministerio de Relaciones Exteriores, encabezada por la señora Belela Herrera y con la 
anuencia del Ministro. Por tanto, todos los meses tendremos un relacionamiento oficial. Esto no es menor, 


fundamentalmente, por el relacionamiento que necesita esta Comisión, ya que todos los sectores políticos 
estamos en esto 


Tenemos que confirmar si esta invitación es para toda la Comisión o si es solo para el Presidente. Lo informo 
porque en cualquiera de los dos casos todos debemos saberlo, fundamentalmente, si alguien quiere hacer 
alguna consideración para poner sobre la mesa. En ese caso, con mucho gusto, lo haré en carácter de 
representante, no a título personal. 


SEÑOR ABDALA.- Vengo insistiendo hace un tiempo sobre la posibilidad, a esta altura casi milagrosa, 
de que el señor Gargano.... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Diputado, se dará información al respecto a través del señor 
Secretario. 


SEÑOR SECRETARIO.- En el día de ayer me llamó el Director de la oficina del Ministerio de 
Relaciones Exteriores que coordina con el Parlamento y me dijo que planteara a la Comisión que el 
Ministro está dispuesto a venir pero que, en este momento, se están realizando negociaciones en Nueva 
York, y, por lo tanto, no sería el momento más oportuno. Además, nos pide un tiempo. La Comisión 
debe decidir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En particular, en el día de ayer le insistimos en que es necesario que concurra 
lo antes posible y que podíamos hacer una sesión secreta o, como él quisiera, ya que veíamos con 
buenos ojos tener un acercamiento lo más rápido posible. 


Léase por Secretaría la nota que se recibió. 
(Se lee:) 


"Montevideo, 10 de mayo de 2007.- Señor Secretario de la Comisión de Asuntos Internacionales de la 
Cámara de Representantes, Prof. Aldo Graña.- Señor Secretario: Del 20 al 24 del mes en curso el Presidente 
del Consejo Ashshura del Reino de Arabia Saudita, Dr. Saleh Bin Abdullah Bin Muhammad Bin Homaed, 
visitará nuestro país.- La Embajada de Arabia Saudita ha transmitido a esta Dirección el interés del 
Presidente en ser recibido por las Comisiones de Asuntos Internacionales de ambas Cámaras.- Solicito a 
usted tenga la amabilidad de presentar el pedido de audiencia a la Comisión que tiene a su cargo y considerar 
la posibilidad de que se organice una reunión integrada con la Comisión de la Cámara de Senadores. - 
Agradeciendo la atención que preste a la presente, le envío mis atentos saludos.- Carlos Yaffé, Director.- 
Nota: se adjunta lista de integrantes de la delegación". 


Se ha propuesto el día martes 22, a la hora 17, para realizar esa reunión conjunta. 


La Mesa solicita a la Secretaría que coordine esa sesión con la Comisión de Asuntos Internacionales del 
Senado. Estaríamos invitando a sus miembros para que acudan a este ámbito en la fecha mencionada. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


